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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 30 de agosto de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Roncoroni, Soria, Pettigiani, Kogan, Hitters, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 95.482, "A. , M. O. contra INGALFA S.A.C. y de M. y otra. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo nº 5 de San Isidro rechazó la excepción de incompetencia interpuesta por la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, declaró su competencia para intervenir en los presentes autos y la inconstitucionalidad de diversas normas de la ley 24.557.

La codemandada "Q.B.E. A.R.T. S.A." dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 138/148 vta.).

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N 

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. En lo que resulta de interés, el Tribunal de Trabajo interviniente declaró la inconstitucionalidad de los arts. 21 y 46 de la ley 24.557 y admitió su competencia para intervenir en las presentes actuaciones promovidas por M. O. A. contra INGALFA S.A.C. y de M. y Q.B.E. A.R.T. S.A.

II. Contra la resolución de grado la codemandada "Q.B.E. A.R.T. S.A." interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, en el que denunció la violación de los arts. 5, 16, 17, 18, 31, 75 y 116 de la Constitución nacional y 15, 18, 31, 39, 45, 56, 166 y 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

En lo sustancial de la impugnación articulada, y sin perjuicio de ensayar la defensa del sistema especial implementado por la ley 24.557, sostuvo que el fallo en crisis no logró poner de manifiesto la arbitrariedad en que ha incurrido el legislador al federalizar una norma de derecho común, como tampoco en qué medida se encuentran afectadas las autonomías provinciales.

III. El recurso es improcedente.

1. En primer lugar, corresponde señalar que, en el caso, la parte actora que había promovido su reclamo con fundamento en la ley civil común adecuó su pretensión según lo dispuesto por el tribunal de grado, reconduciendo el proceso conforme al criterio establecido por esta Suprema Corte en el precedente registrado como L. 81.216, "Castro, Héctor Jesús contra Dycasa S.A. y otros. Daños y perjuicios", sentencia del 22‑X‑2003. Luego de dispuesto el correspondiente traslado, la codemandada opuso excepción de incompetencia, la que fue resuelta en sentido adverso a su pretensión declarándose la inconstitucionalidad de los arts. 21 y 46 de la ley 24.557.

2. Entiendo que la decisión del sentenciante de grado vinculada a la declaración de invalidez constitucional del art. 46 de la ley 24.557 debe permanecer firme por ajustarse a la doctrina de este Tribunal (conf. causa L. 75.708, "Quiroga", sent. del 23‑IV‑2003 (confirmada recientemente por la C.S.J.N. con fecha 15‑II‑2005), reiterada en numerosos casos posteriores (causas L. 82.688, sent. del 14‑IV‑2004; L. 82.782, sent. del 30‑VI‑2004, entre otras). 

Asimismo tal criterio ha sido convalidado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el caso "Castillo, Angel S. c/Cerámica Alberdi S.A.", sent. del 7‑IX‑2004 (publicado en "Trabajo y Seguridad Social", revista del mes de septiembre de 2004, págs. 754/762).

Consideraciones que entiendo deben hacerse extensivas a los arts. 21 y 22 de la ley 24.557 habida cuenta que dichas normas tienen lógica e inescindible relación con el citado art. 46.

IV. Por lo expuesto, corresponde rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

La causa deberá ser devuelta al Tribunal de origen a fin de que prosiga con las actuaciones según su estado.

Costas a la recurrente (art. 289, C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:

1. Nos encontramos frente a una acumulación objetiva de pretensiones, de un lado la revisión del grado de incapacidad dispuesta en sede administrativa ‑por la que fuera indemnizado por la codemandada Q.B.E. A.R.T. S.A.‑ y, en su consecuencia, el cobro de la diferencia reparatoria que de ella dimane en los términos de la Ley de Riesgos del Trabajo. Del otro, la reparación integral, en base al derecho civil, con colocación de una prótesis ocular y la capacitación psicológica acorde a su incapacidad.

Desde ese mirador, entiendo que ambas son típicas acciones extrasistémicas, por las que se pretende la revisión de la calificación del porcentaje de incapacidad que padece el actor (art. 954 del C.C.) y la adecuación del resarcimiento, por lo cual resulta inoficiosa la declaración de inconstitucionalidad efectuada por el a quo.

2. Sin embargo atento que lo que habilita la competencia funcional revisora de esta Corte son los agravios que porta la impugnación en tratamiento y el escrito postulatorio de quien no pudo recurrir, por su condición de vencedor en la instancia de grado, debo coincidir con el doctor de Lázzari en cuanto propone rechazar el recurso traído.

Con el alcance indicado voto por la negativa.

Costas al recurrente (art. 289 del C.P.C.C.).

El señor Juez doctor Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó también por la negativa.

A la cuestión planteada el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Adhiero a la propuesta decisoria del distinguido colega doctor de Lázzari.

En tal sentido, dejando a salvo mi opinión, en orden a la constitucionalidad de los arts. 21, 22 y 46 de la ley 24.557, expuesta en L. 76.798, sent. del 28‑XI‑2001; L. 75.583, sent. del 19‑II‑2002; L. 68.440, sent. del 26‑II‑2003; L. 75.708, sent. del 23‑IV‑2003 y L. 79.047, sent. del 14‑IV‑2004 ‑entre otras‑, por razones de celeridad y economía procesal, teniendo en cuenta lo recientemente resuelto en la materia por el Máximo Tribunal nacional in re C. 2605. XXXVIII, "Castillo, Angel Santos c/Cerámica Alberdi" y la innegable gravitación que ‑más allá de lo que pueda sostenerse sobre su eventual aptitud vinculatoria‑ cabe reconocerle en todo caso atento su ubicación en la cúspide del ordenamiento judicial (arts. 5, 108, 123 y 127, Constitución nacional), entiendo debe adoptarse el criterio allí abrazado y en consecuencia rechazarse el recurso extraordinario deducido.

Voto pues por la negativa.

La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó también por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

Adhiero al voto del colega doctor de Lázzari y para dar respuesta negativa a la pretensión recursiva, remito a las consideraciones que he vertido al votar en la causa L. 75.708, "Quiroga", sent. del 23‑IV‑2003 y en la cual concluí además, como derivado de la inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557, que lo dispuesto por los arts. 21 y 22 del mismo ordenamiento ‑preceptos que se refieren a la intervención de las Comisiones Médicas‑ resulta inaplicable. El temperamento allí seguido por lo demás, se ha visto corroborado posteriormente por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa C. 2605 XXXVIII, "Castillo, Angel Santos c. Cerámica Alberdi S.A." (sent. del 7‑IX‑2004).

En el tópico relativo a las costas, en estos pleitos en los que se halla en juego la aplicación de la ley 24.557 he propiciado, atendiendo a las dificultades interpretativas que dicho ordenamiento ha generado, que las mismas sean soportadas en el orden que han sido causadas.

Ahora bien el recurso aquí examinado, cuya desestimación propugno, ha sido interpuesto el día 22 de abril de 2005 (v. cargo de fs. 148 vta.) esto es, con posterioridad a que la Corte Suprema de Justicia de la Nación fallara en la causa "Castillo", arriba citada.

Con el pronunciamiento en cuestión, emanado del Máximo Tribunal Casatorio del país cabe considerar que han quedado ‑al menos en la temática que el mismo ha resuelto‑ superadas las mencionadas dificultades interpretativas.

De esta manera, las razones que llevaron a sostener la imposición del modo antes expuesto, no pueden ser tenidas en cuenta para el sub lite, debiéndose dirimir esta problemática en base al criterio objetivo del vencimiento en cuya virtud, tales erogaciones las ha de sufragar el aquí recurrente que ha resultado perdidoso (arts. 68, 289 último párrafo del C.P.C.C.).

Voto por la negativa.
Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289, C.P.C.C.).

Notifíquese y devuélvase.
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